ACTA Nº. 40-2003


ACTA Nº. 40-2003
Sesión celebrada por el Tribunal Supremo de Elecciones a las ocho horas y treinta minutos del primero de abril de dos mil tres, con asistencia de los señores Magistrados Fonseca Montoya, quien preside; Sobrado González y Fallas Madrigal. 

ARTICULO PRIMERO.- Se leyó y aprobó el acta de la sesión inmediata anterior, excepto por parte del Magistrado Sobrado González.
ARTICULO SEGUNDO.-  Se conocen los siguientes asuntos:

a)  Del señor Gilberto Gómez Guillén, Contador del Tribunal, se conoce:

1.  Oficio No. 203-2003, de 25 de marzo del año en curso, según el cual se refiere a la comunicación del señor Julio A. Urcuyo A., Director Regional en Golfito de la Fundación de la Universidad de Costa Rica para la Investigación (FUNDEVI), mediante oficio No. FUNDGOLF-70-00 de 10 de mayo de 2000, con relación al cambio de administrador de las instalaciones de la Universidad de Costa Rica en Golfito, lo cual  en virtud de no poseer los documentos legales correspondientes, ocasiona la imposibilidad de retirar dineros girados  a su favor.  Asimismo adjunta copia de la petición para que se ponga a derecho la situación que se describe, mediante la corrección pertinente por medio de un addendum al respectivo contrato.

Se acuerda:  Para su estudio e informe, pase a la Asesoría Jurídica.  ACUERDO FIRME.

2. Oficio No. 208-2003, de 31 de marzo de este año, mediante el cual, por las razones que expone, adjunta cuadro con los remanentes presupuestarios del primer trimestre del año 2003, con el objeto de que el Tribunal autorice el traslado de los respectivos saldos a la cuota del segundo trimestre, para presentarlo ante la Dirección General de Presupuesto Nacional dentro del plazo establecido.

Se acuerda:  Aprobar conforme lo recomienda el señor Contador.  ACUERDO FIRME.

b)   De las señoras Lidieth Muñoz Gómez y María de los Angeles Villegas Salas, integrantes del Grupo Católico, se conoce nota con fecha 09 de abril (sic), recibida el 31 de marzo de este año, mediante la cual solicitan permiso para realizar el Santo Vía Crucis para conmemorar la Semana Mayor, el próximo miércoles 06 de abril (sic), a partir de las 8:30 a.m.
Se acuerda:  De previo, aclárese la fecha en que se pretende realizar el Santo Vía Crucis.  ACUERDO FIRME.

c) Del Lic. Francisco Fonseca, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, del Poder Judicial, se conoce oficio No. 372-FG-2003,  del 28 de marzo recién pasado, mediante el cual solicita se le certifique el acta de la sesión No. 30-2003 de este Tribunal.

Se acuerda:  Atienda la Secretaría del despacho a la mayor brevedad.  ACUERDO FIRME.

d) De la Diputada Sonia Mata Valle, Jefa de Área de la Comisión de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, se conoce nota de fecha 19 de marzo del 2003, mediante la cual remite a conocimiento de este Tribunal el proyecto “Otorgamiento de Títulos de Propiedad en las dos Zonas Limítrofes del País”, Expediente N°.13.970.  

SE ACUERDA:  Contestar la consulta formulada en los siguientes términos:

El texto en consulta se refiere al régimen jurídico de las zonas fronterizas con Nicaragua y Panamá, las cuales constituyen patrimonio nacional, pertenecen al Estado y su dominio es inalienable e imprescriptible.  En lo referido a las competencias de este Tribunal, el Proyecto dispone, en el inciso c) del artículo 47, que las concesiones otorgadas sobre zonas turísticas no podrán dedicarse a fines lucrativos ni usarse para fines político electorales y, por su parte, el artículo 53 dispone que el “funcionario o empleado que otorgare concesiones o permisos de ocupación o de desarrollo o aprobare planos, contra las disposiciones de esta ley o leyes conexas, o impidiere o hiciere nugatoria la orden de suspensión o demolición, legalmente decretadas o dispuestas, de una obra o instalación, o la sanción de algún infractor a las normas de esta ley y sus reglamentos, será reprimido con prisión de tres meses a dos años si no se tratare del delito más grave.  Además será despedido de su empleo sin responsabilidad patronal.  Si el funcionario fuere de elección popular, procederá a la pérdida de su credencial a juicio del Tribunal Supremo de Elecciones, previa información que éste dispondrá levantar.”.  

Este Tribunal no tiene objeción alguna respecto del artículo 47, pues es razonable prohibir que la concesión de zonas turísticas se utilice para fines político electorales, en tanto dichos terrenos nunca salen del dominio del Estado y éste se encuentra obligado por el principio de imparcialidad en materia electoral.  

Por su parte, el artículo 53 utiliza una fórmula análoga a la del artículo 63 de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, N°. 6043 del 2 de marzo de 1997.  Ello induce a plantear dos posibles opciones respecto de los alcances de la intervención del Tribunal Supremo de Elecciones en este ámbito. 

En primer término, podría disponerse que la pérdida de la credencial del funcionario de elección popular sea consecuencia directa y necesaria de la comprobación judicial del delito, a título de pena accesoria de inhabilitación especial.  Ello partiendo de la premisa de que la determinación de la existencia del delito corresponde a la jurisdicción penal, la cual, en virtud de su competencia por la materia, debe valorar si la situación de hecho se ajusta al tipo penal y, en tal caso, imponer la pena que corresponda, que puede incluir accesoriamente la pérdida del cargo público que desempeña el condenado. El despido sin responsabilidad patronal y la pérdida de credenciales resultarían de la resolución judicial que determine la existencia del delito.  En tal sentido, el artículo 57 inciso 1) del Código Penal incluye, dentro de las posibles consecuencias de la pena de inhabilitación, la “Pérdida de empleo, cargo o comisiones públicas que ejerciere, inclusive el de elección popular”.  Conforme esta alternativa, resultaría innecesario que el Tribunal Supremo de Elecciones ordenara una información administrativa adicional, dado que la cancelación de las credenciales del afectado constituiría un simple acto de ejecución de lo resuelto judicialmente.

Sin embargo, si la redacción propuesta se mantiene, se impondría necesariamente la realización de un procedimiento llevado a cabo ante el Tribunal Supremo de Elecciones, autónomo de las actuaciones de la jurisdicción penal, aún cuando la resolución penal debe preceder a la del Tribunal y éste debe atenerse a los hechos tenidos por probados en aquella vía.  El Tribunal ha sostenido este criterio desde su resolución N°.2297 de las nueve horas y cinco minutos del once de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, mediante la cual dilucidó los alcances de lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre:

“II.
De conformidad con el numeral 25.b) del Código Municipal, corresponde al Tribunal Supremo de Elecciones cancelar las credenciales conferidas a los regidores por los motivos contemplados en esa legislación; y, dentro de las causas de pérdida de esas credenciales, el artículo 24.e) contempla "Lo señalado por el artículo 63 de la Ley sobre la zona marítimo-terrestre, N° 6043, de 2 de marzo de 1977 ...".  Esta última disposición estipula lo siguiente:

"El funcionario o empleado que otorgare concesiones o permisos de ocupación de desarrollo o aprobare planos, contra las disposiciones de esta ley o leyes conexas, o impidiere o hiciere nugatoria la orden de suspensión o demolición, legalmente decretadas o dispuestas, de una obra o instalación, o la sanción de algún infractor a las normas de esta ley y sus reglamentos, será reprimido con prisión de tres meses a dos años si no se tratare de delito más grave. Además será despedido de su empleo sin responsabilidad patronal. Si el funcionario fuere de elección popular, procederá   a  la  pérdida  de   su  credencial   a  juicio  del  Tribunal Supremo de Elecciones, previa información que éste dispondrá levantar."
...

III. Interesa precisar cuál es el modo correcto de articular el ejercicio de la potestad sancionatoria del Estado en la sede penal y en la administrativa, puesto que la indicada norma de la Ley de sobre la Zona Marítimo Terrestre impone sanciones de ambos tipos en relación con el mismo supuesto de hecho.

Sobre con este punto y mediante resolución n° 1087 de las 9 horas del 17 de diciembre de 1993, afirmaba el Tribunal Supremo de Elecciones lo siguiente:

"Como vemos la norma es clara y le da plenas facultades al Tribunal para que investigue, mediante el levantamiento de la respectiva información, si un funcionario de elección popular infringió en alguna medida las disposiciones de la citada legislación, y en caso de resultar verdadero ese supuesto, tiene la potestad de cancelar su credencial, sin estar supeditado en forma alguna a que en la esfera judicial se produzca un fallo condenatorio o de sobreseimiento del posible infractor ... Sobra  decir  que  en  caso de que el Tribunal llegue al convencimiento que el ilícito se cometió, está perfectamente legitimado para cancelar la respectiva credencial al funcionario implicado.  Dicha cancelación, cuando a juicio de estos organismos sea procedente, constituye una sanción administrativa, no penal, donde la competencia que al efecto confirió el legislador es de carácter netamente administrativo, en virtud de la cual lo que interesa es determinar, mediante la investigación y estudio objetivo de los hechos, si la infracción se cometió y, en caso afirmativo, identificar a su autor a los efectos de aplicarle la sanción prevista por la propia ley ..." La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha interpretado que no se violenta el principio del non bis in idem cuando se prevén sanciones penales y administrativas frente a un mismo hecho delictuoso y que se trata de vías autónomas.  Así, por ejemplo, la sentencia n° 1569-93 de 31 de marzo de 1993 estableció lo siguiente:

“Alega la recurrente en su favor que en sede penal el Ministerio Público determinó archivar el expediente por falta de prueba en su contra y que pese a ello administrativamente se siguió el proceso disciplinario con el resultado que aquí se impugna. Respecto de ello, esta Sala ya ha determinado que las sedes penal y administrativa son autónomas uno de la otra, por lo que en cada una de ellas se puede investigar a un sujeto y hasta llegar a conclusiones diferentes, sin que ello pueda ser interpretado como una doble imposición de sanción o violación al principio de Non bis in idem, pues la naturaleza de cada instancia es diferente.”

No obstante, en la sentencia n° 4100-94 del 9 de agosto de 1994, se precisó que dicha autonomía no significa que exista una total desvinculación entre lo resuelto en ambas vías:

"Si bien es cierto que existe independencia entre el procedimiento  administrativo  sancionatorio  y  el juzgamiento de los hechos en la vía penal, no puede interpretarse, sin contrariar el derecho al debido proceso y el principio del non bis in ídem, que si se juzga un hecho en la vía penal y el imputado resulta absuelto, pueda ser disciplinariamente sancionado en vía administrativa por los mismos hechos. Se reconoce que uno de los límites de la potestad sancionadora de la Administración es su subordinación a la Autoridad Judicial. De haber colisión entre una actuación jurisdiccional y una actuación administrativa, se debe resolver en favor de la primera. De este mismo principio se deriva la necesidad de que se respete la cosa juzgada. Al respecto dijo el Tribunal Constitucional Español, en sentencia número 77 del tres de octubre de mil novecientos ochenta y tres:

"El principio non bis in ídem determina una interdicción de la duplicidad de sanciones administrativas y penales respecto de unos mismos hechos, pero conduce también a la imposibilidad de que, cuando el ordenamiento permite una dualidad de procedimientos, y en cada uno de ellos ha de producirse un enjuiciamiento y una calificación de unos mismos hechos, el enjuiciamiento y la calificación que en el plano jurídico puedan producirse, se hagan con independencia, si resultan de la aplicación de normativas diferentes, pero que no pueda ocurrir lo mismo en lo que se refiere a la apreciación de los hechos, pues es claro que unos mismos hechos no pueden existir y dejar de existir para los órganos del Estado. Consecuencia de lo dicho, puesto en conexión con la regla de la subordinación de la actuación sancionadora de la Administración a la actuación de los Tribunales de justicia es que la primera, como con anterioridad se dijo, no puede actuar mientras no lo hayan hecho los segundos y deba en todo caso respetar, cuanto actúe a posteriori, el planteamiento fáctico que aquellos hayan realizado, ...".
Deberá  interpretarse  entonces  que  el  artículo  28  de la Ley Orgánica del Notariado, cuando establece que "Aquella (la suspensión) se decretará sin perjuicio de lo que se resuelva en la vía penal", excluye el supuesto de que tratándose del mismo hecho, si recae una absolutoria en vía penal, pueda imponérsele al notario una sanción administrativa por esa misma situación fáctica, esto es así porque la resolución en vía administrativa debe ceder ante lo resuelto en vía jurisdiccional. Si en vía penal se determina que el hecho no se cometió o no lo fue por la persona a la que se le atribuye, el notario no podría ser sancionado administrativamente por los mismos hechos. Si en vía penal se determina que el hecho irregular existió, pero no constituye delito, por ejemplo, por no haber sido cometido en forma dolosa, el asunto si podría ser examinado en vía administrativa.  Se debe aclarar, sin embargo, que lo contrario no es inconstitucional. Es decir, es posible imponer una sanción disciplinaria cuando el hecho sí fue penalizado en la jurisdicción común".

El anterior modo de ver las cosas ha sido ratificado en otras ocasiones por nuestra jurisdicción constitucional, como se observa en el voto n° 364-95 de 18 de enero de 1995:

"Así las cosas, existe una independencia de vías entre lo penal y lo administrativo, pues ninguna está en principio subordinada a la otra en virtud de que gozan de autonomía; sin embargo, a pesar de que la palabra autonomía evoca la idea de independencia que no significa necesariamente independencia en todos los aspectos, no implica tampoco el aislamiento de una determinada rama jurídica del resto que conforma el todo llamado ordenamiento jurídico.  Precisamente, el punto de análisis configura un buen ejemplo de complementación entre dos regímenes sancionatorios, pues la administrativa en este caso concreto necesita de la certeza y la seguridad jurídica que  otorga  el proceso penal, para poder imputar un determinado ilícito al abogado, y configurarse con ello una de las causales de suspensión del ejercicio profesional. Por consiguiente, no existe en la especie el vicio de inconstitucionalidad por violación al principio del non bis in ídem, ni a la libertad de trabajo”.

Trasladando el anterior criterio jurisprudencial al asunto que interesa en este expediente, hemos de entender que, de frente a la comisión del ilícito previsto en el numeral 63 de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, la actuación del Tribunal Supremo de Elecciones está prevista como una vía autónoma de la vía represiva a cargo de los juzgados penales.  Sin embargo, el pronunciamiento de éstos ha de preceder al del organismo electoral, el cual queda en todo caso supeditado al planteamiento fáctico de los tribunales judiciales, en los términos expuestos por la jurisprudencia constitucional; y en tal sentido quedan aclarados los pronunciamientos que sobre esta materia ha vertido con anterioridad el Tribunal Supremo de Elecciones.”.  

Sin perjuicio de la finalidad del artículo 53 del proyecto, sobre la cual el Tribunal no tiene objeción alguna, convendría que el legislador precisara claramente su preferencia por alguna de las dos alternativas expuestas.  ACUERDO FIRME.
e) Del Lic. Reinier Obando Enríquez, Presidente del partido Garabito Ecológico, se conoce nota de 27 de marzo de este año,  en el que informa que esa agrupación política realizará la asamblea cantonal, el lunes 28 de abril a las 6:00 p.m. en Quebrada de Ganado, para tratar dos puntos:  Reestructuración del Comité Político y asuntos varios.

Se dispone:  De previo, indique el gestionante la dirección exacta en la cual se realizará la Asamblea.  ACUERDO FIRME.

 ARTICULO TERCERO.- De la señora Ana Isabel Fernández Alvarado, Coordinadora de la Comisión de Rescate de Valores Institucional, se conoce oficio No. 005-2003-O.M.E., de 26 de marzo de este año, al que adjunta el Plan de Trabajo a realizar por dicha Comisión durante el presente año.
Se acuerda:  Tener por presentado el Plan de Trabajo y recordarle que las actividades que comprometan recursos y personal de la institución, deben ser sometidas en cada caso al Tribunal para su aprobación.


ARTICULO CUARTO.-  Del señor Alejandro Bermúdez Mora, Secretario del despacho, se conoce oficio No. 953-2003, de 25 de marzo de este año, en el que a la letra dice:

“Previo un respetuoso saludo, con objeto de llenar tres plazas vacantes de Misceláneo 1 en la Sección de Servicios Generales, y según información suministrada mediante oficio Nº. 401-2003-DRH suscrito por el señor Ricardo Carías Mora, Jefe del Departamento de Recursos Humanos, me permito someter a su consideración las siguientes ternas:

Puesto Nº. 25370

1. Caamaño Villarreal Virgilio Domingo

2. Mora Araya Edwin

3. Chinchilla Hidalgo Carlos Fernando

Puesto Nº. 25375

1. Mora Araya Edwin

2. Umaña Sancho Randall

3. Lazo Rojas Mauricio

Puesto Nº. 86312

1. Umaña Sancho Randall

2. Saravia Marín Raymond Yamil

3. Céspedes Naranjo Ronald Alberto

Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 6-b del Reglamento a la Ley 4519, la recomendación del señor Gustavo Fitoria Mora, Jefe de la Sección de Servicios Generales, según consta en oficio Nº. 077-2003-S.G., es a favor del los señores Carlos Fernando Chinchilla Hidalgo, Mauricio Lazo Rojas y Ronald Alberto Céspedes Naranjo, a lo cual el suscrito no tiene objeción que hacer.

Las personas que resulten seleccionadas podrán ubicarse como Misceláneo 1 en propiedad en los puestos Nº 25370, 25375 y 86312, respectivamente, a partir del 21 de abril –después de Semana Santa- y con un salario base de ¢_148.300,oo por mes y anualidades de ¢3.348,oo cada una, según el índice salarial vigente para el primer semestre del año en curso.”. 
Se dispone:  Nombrar a los señores Virgilio Domingo Caamaño Villarreal, Edwin Mora Araya y Randall Umaña Sancho, a partir del 21 de abril de este año.
ARTICULO QUINTO.-  Del señor Fernando Víquez Jiménez, Director Ejecutivo, se conoce:
a)  Memorando No. 1424, de 28 de marzo de este año, mediante el cual recomienda la aprobación de la solicitud de mercancías No. 031, por la suma de veintiún millones de colones (¢21.000.000.oo), 
Se acuerda:  
Aprobar.
b)  Oficio No. 1427-D.E., del 31 de marzo recién pasado, mediante el cual informa que el 31 de marzo remitió a la Fundación Internacional para los Sistemas Electorales (IFES), la información solicitada por el señor Jeff Fischer en fax del 12 de marzo, conforme al texto que adjunta, en punto al programa denominado “Aplicaciones Tecnológicas Electorales”. 

Se dispone:  Tomar nota.

ARTICULO SEXTO.-  Del señor Víctor Vargas Meneses, Auditor Interno, se conoce:

a)  Memorando No. 08-2003, de 31 de marzo de este año, al que adjunta disco compacto emitido por la Contraloría General de la República, el cual contiene jurisprudencia sobre contratación administrativa, oficios y resoluciones del año 1996 al 2002.
Se dispone:  Agradecer al señor Vargas Meneses el envío de tan importante material.
Pase a la Biblioteca para lo de su cargo.
b) Oficio No. 133-AI-2003, de 31 del mes pasado, en el que literalmente señala:

“En la tarde del viernes 28 de marzo del año en curso, la Licda. Ana María Jiménez Rodríguez, Jefe de la Oficina de Comunicación y Relaciones Públicas me informó sobre la posible autorización a un fotógrafo del diario LA NACIÓN para tomar algunas fotografías a las estibas de material electoral impreso en exceso, condicionado a la presencia  del señor Contralor Electoral Jaime Madriz Muñoz y de este servidor.

En vista de que tal autorización, eventualmente podría significar roces con las disposiciones contenidas en el artículo 6 de la Ley General de Control Interno, No. 8292, hice las advertencias pertinentes a la Licda. Jiménez Rodríguez, al momento que le facilitaba copia de la normativa indicada.”.

Se dispone:  Tomar nota.
ARTICULO SETIMO.-  Del señor Ricardo Carías Mora, Jefe del Departamento de Recursos Humanos, se conoce:

a)  Oficio No. 431-2003-DRH, del 26 del mes pasado, en el que literalmente dice:
“Para lo que a bien tenga resolver el Tribunal Supremo de Elecciones, elevo a consideración la nota que ha presentado ante este Despacho el señor Guillermo Monge Camacho, servidor de la institución, mediante la cual solicita que se le conceda un permiso con goce de salario del 22 al 25 de abril (4 días) a fin de participar en el I Congreso Centroamericano y del Caribe de Derecho Médico y Medicina Legal.

El empleado labora para este organismo electoral desde hace 20 años aproximadamente, actualmente se desempeña como Auxiliar de Operación en la Sección de Inscripciones y su gestión, como puede apreciarse, cuenta con la anuencia del Lic. Luis Antonio Bolaños Bolaños en su condición de jefe inmediato.  De acuerdo con lo que señala el artículo 31 de nuestro Reglamento Autónomo de Servicios, solamente el Tribunal puede conceder un permiso con goce de salario por más de un día.”.
Se acuerda:  En virtud de que el evento no tiene relación con el quehacer institucional, se deniega la solicitud planteada por el señor Monge Camacho.  Si a bien lo tiene el interesado puede disfrutar de los días requeridos a título de vacaciones o licencia sin goce de salario.
b)  Oficio No. 436-2003-DRH, de 28 de marzo de este año, en el que textualmente dice:
“ASUNTO:  recargo de funciones en la Oficina Regional de Los Chiles.

Para los efectos consiguientes, me permito elevar a consideración del Tribunal Supremo de Elecciones el oficio número 087-03-SC del pasado 25 de marzo que suscribe el Lic. Rodolfo Villalobos Orozco, Jefe de la Sección Coordinadora, mediante el cual informa que el señor Javier Duarte Martínez, quien se desempeña como Jefe de la Oficina Regional de Los Chiles, disfrutará vacaciones del 7 al 23 de abril entrante.  

En virtud de lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el Superior en sesión 10989 del 24-9-96, oficio número 3554 del 25-9-96, recomienda que por ese lapso las funciones correspondientes se le recarguen al señor Manfred Vargas Rojas, único Auxiliar de Operación de esa sede regional. Como puede apreciarse, la gestión cuenta con el visto bueno de la Dirección General del Registro Civil y con el aval presupuestario de la Dirección Ejecutiva y del Departamento de Contaduría, por lo que bien puede ser autorizada.”.

Se acuerda:  Aprobar el recargo de funciones conforme se solicita.
ARTICULO OCTAVO.-  Del Dr. Abel Pacheco de la Espriella, Presidente de la República, se conoce nota de 27 de marzo de este año, mediante la cual acusa recibo del oficio en el que se le remitieron las resoluciones que contienen las declaratorias de elección de Alcaldes propietarios y suplentes, Síndicos propietarios y suplentes, Miembros propietarios y suplentes de los Concejos Municipales de Distrito e Intendentes para el período legal 2003-2007.  Asimismo felicita al Tribunal por el trabajo realizado.

Se dispone:  Agradecer al señor Presidente de la República, las palabras de apoyo para este Tribunal.

ARTICULO NOVENO.-  Del señor Antonio Ayales, Director Ejecutivo de la Asamblea Legislativa, se conoce oficio D.E. 458-03-03, de 19 de marzo del año en curso, mediante el cual comunica que el pasado 10 de marzo, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley No. 8348, Aprobación del Protocolo al Convenio para la Cooperación en el Marco de la Conferencia Iberoamericana para la Constitución de la Secretaría de Cooperación Iberoamericana (SECIB), tramitada bajo el expediente No. 14.253, cuyo objetivo es contribuir a la consolidación de la Comunidad Iberoamericana de Naciones sobre la base de los valores compartidos en ella, el desarrollo de la cooperación y el acercamiento y la interacción de los actores de la cooperación iberoamericana.
Se acuerda:  Agradecer al señor Ayales la gentil comunicación que hace a este Tribunal.
ARTICULO DECIMO.-  Del Lic. Mauricio Castro Lizano, Procurador Adjunto de la República, se conoce oficio No. O.J.-049-2003, del 25 del mes recién pasado, mediante el cual da respuesta al oficio No. 40 de 5 de enero de 2000, según el cual se puso en conocimiento de esa institución el voto de este Tribunal No. 2592 de las 9:25 horas del 1º de diciembre de 1999.
Se dispone:  Túrnese al Magistrado que corresponda.
ARTICULO DECIMOPRIMERO.-  De la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, se conoce notificación de la resolución emitida a las nueve horas con cuarenta y seis minutos del veintiuno de enero del dos mil tres, según la cual se declara con lugar el recurso de amparo interpuesto por José Roberto Rodríguez Quesada en contra de este Tribunal.

Se dispone:  Tomar nota.  Remítase a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia copia certificada de la resolución dictada por este Tribunal No. 399-E-2003, de las nueve horas veinte minutos del cuatro de marzo del dos mil tres, según la cual se resolvió sobre el particular.
ARTICULO DECIMOSEGUNDO.-  Del Ing. Evidelio Quiel  Peralta, de la empresa Sistemas FuelMaster Quiel S.A., se conoce fax sin firma, recibido el 27 de marzo de este año, mediante el cual manifiesta su deseo de realizar una presentación de un sistema de cedulación de alta seguridad, para lo cual solicita se le conceda una audiencia.  Asimismo pide que en caso de no mediar algún inconveniente se invite a la misma al Ministerio de Seguridad Pública.
Se dispone:  Se le informa al gestionante que, de conformidad con lo dispuesto por este Tribunal en sesión No. 11653, artículo segundo, inciso l), todo escrito o petición realizada por una persona jurídica deberá ser formulada por el personero con poder suficiente de la entidad, a la cual se adjuntará la certificación que lo acredite como tal y deberá ser autenticada o presentada por el firmante.
ARTICULO DECIMOTERCERO.-  De la señora Emilia Molina Cruz se conoce fax, de 25 de marzo de este año, al que adjunta copia de la renuncia que presentó al cargo de Tesorera del Partido Acción Ciudadana ante la Asamblea Nacional de esa organización política.

Se acuerda:  Tomar nota.  Pase a la Dirección General del Registro Civil para lo de su cargo.
ARTICULO DECIMOCUARTO.-  De la señora Lorena Vásquez Badilla, Presidenta del Partido Unidad Social Cristiana, se conoce nota de 20 de marzo de este año, mediante la cual solicita se certifique la votación, mesa por mesa, de cada uno de los distritos del cantón de Abangares.

Se dispone:  Atienda la Secretaría del despacho lo solicitado.
A las diecisiete horas terminó la sesión. 
	Oscar Fonseca Montoya

	Luis Antonio Sobrado González
	Olga Nidia Fallas Madrigal
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